Aportes a la discusión de la reforma de COOTAD
Propuestas que implican cambios de artículos:

Art. 105.- Concepto de descentralización
	Texto actual
	Observación – justificación
	Texto propuesto

	Artículo 105.- Descentralización.- La descentralización de la gestión del Estado consiste en la transferencia obligatoria, progresiva y definitiva de competencias, con los respectivos talentos humanos y recursos financieros, materiales y tecnológicos, desde el gobierno central hacia los gobiernos autónomos descentralizados.
	Se destacan como aspectos positivos de la formulación actual los siguientes: 

· Al establecer la característica de “definitiva”, implica que las competencias son transferidas completamente, no se prevé un “retroceso” o involución de la misma 

· Menciona (lo que no se ha dado necesariamente) a los talentos humanos, recursos financieros, materiales y tecnológicos.

Pero se considera que esta formulación no es la más adecuada, pues restringe la descentralización a cierto tipo de transferencia. Por tanto:
· No se corresponde a la orientación del art. 1 de la Constitución “El Ecuador es un Estado … que se gobierna de manera descentralizada”

· No se corresponde a la teoría sobre descentralización, que distingue entre descentralización, delegación, devolución, desconcentración, como posibles mecanismos de descentralización. (El texto se refiere sólo a la forma “devolución”)

· Ubica únicamente a la forma de transferencia entre gobierno central hacia gobiernos autónomos, lo que implica que si se dieran transferencias entre gobiernos locales no se entienden como descentralización.
	Art. 105. Descentralización.- La descentralización, en sentido amplio, implica las acciones y políticas públicas orientadas a la reforma del Estado para el gobierno territorial, promoviendo una mayor coordinación de sistemas de competencias entre niveles de gobierno, y la presencia del Estado en todo el territorio nacional.

En sentido estricto, es la transferencia de talentos humanos, recursos financieros, materiales y tecnológicos entre niveles de gobierno. 

En el caso de la transferencia entre el nivel central y los gobiernos subnacionales, la transferencia será obligatoria, progresiva y definitiva de competencias, con los respectivos talentos humanos y recursos financieros, materiales y tecnológicos.




Art. 116 -  Facultad de rectoría
	Texto actual
	Observación – justificación
	Texto propuesto

	La rectoría es la capacidad para emitir políticas públicas que orientan las acciones para el logro de los objetivos y metas del desarrollo; así como para definir sistemas, áreas y proyectos estratégicos de interés público, en función de su importancia económica, social, política o ambiental. Será nacional y corresponderá al gobierno central en el ámbito de sus competencias exclusivas, sectores privativos y estratégicos. Los gobiernos autónomos descentralizados también ejercerán esta facultad en el ámbito de sus competencias exclusivas y en sus respectivos territorios bajo el principio de unidad nacional.
	Se propone desarrollar el concepto de rectoría, dado que se encuentran problemas de coordinación y actuación en los diversos sistemas de competencias. Estos problemas se pueden resumir en:
· Políticas públicas y reglamentaciones sin consulta a los territorios donde se implementarían, especialmente cuando hay competencias exclusivas
· Acciones de gestión sin coordinación (se enteran los territorios en la inauguración de las obras)
· Falta de políticas que son obligatorias por ley (ejem. Pugs) 
Con esta modificación se atiende a una serie de observaciones que planteaba la AME para los artículos 5, 41, 53
	La rectoría es la capacidad para emitir políticas públicas que orientan las acciones para el logro de los objetivos y metas del desarrollo; así como para definir sistemas, áreas y proyectos estratégicos de interés público, en función de su importancia económica, social, política o ambiental. Será nacional y corresponderá al gobierno central en el ámbito de sus competencias exclusivas, sectores privativos y estratégicos. 
En el caso de que exista concurrencia en una competencia, el ministerio respectivo está obligado a:
a. Establecer mecanismos de consulta con los gobiernos con los que concurra, como parte de las fases de diseño e implementación de las políticas.
b. Explicitar las políticas en documentos que señalen los objetivos, estrategias y lineamientos, así como herramientas de implementación, como proyectos territorializados, normativas o mecanismos de comunicación. La falta de este documento no implica inexistencia de política, pero no podrá considerarse obligatoria para otros niveles de gobierno si no hay la difusión adecuada.
c. Contar con un mecanismo de seguimiento y evaluación de la política, y compartir la información respectiva con los Gobiernos Descentralizados respectivos.
d. Establecer mecanismos de coordinación específica con los gobiernos territoriales implicados, si alguna herramienta de implementación de la política debe ser aplicada en territorios concretos. 
Los gobiernos autónomos descentralizados también ejercerán esta facultad en el ámbito de sus competencias exclusivas y en sus respectivos territorios bajo el principio de unidad nacional.  Si una política propuesta a nivel local puede considerarse contradictoria con las políticas nacionales, será obligatorio establecer mecanismos de diálogo para buscar consensos y ajustes a las políticas.

	
	
	AÑADIR TRANSITORIA
Cuando una norma legal establezca una política como obligatoria, en un ámbito de competencias concurrentes, el Ministerio respectivo debe proceder a su análisis y diseño en un lapso no mayor a 90 días desde la expedición de la norma, aplicando mecanismos de consulta suficientes con los niveles de gobierno que concurran. En caso de que existan normas de leyes vigentes y aún no existan políticas, los ministerios tendrán el mismo plazo a partir de la publicación y vigencia de estas reformas.


Art. 129 .- Competencia de vialidad

	Texto actual
	Observación - Justificación
	Propuesta 

	
	La posición de CONGOPE a las propuestas de añadido al art. 129 (y otras del mismo tipo), que ponían en la norma legal lo que se señala ya en las resoluciones de CNC, es que no son necesarias. En el art. 129 se propone, con todo, añadir elementos respecto al tema de la coordinación del sistema vial.
	Añadir

Dado que la conectividad y movilidad es de carácter estratégico, cuando una vía de la red vial nacional, regional o provincial atraviese una zona urbana, la jurisdicción y competencia sobre el eje vial, pertenecerá al Gobierno Central, regional o provincial, según el caso”.
El sistema de vialidad asegurará la coordinación para la conectividad de las diversas redes. Por ello, se establece la obligatoriedad de todos los niveles de compartir información sobre las redes viales, la implementación de obras y mantenimiento, y el establecimiento de conexiones entre redes. Las vías de las redes nacionales, regionales o provinciales que atraviesen una zona urbana serán gestionadas por el nivel territorial al que pertenezca la red.



Art. 148: Competencia de protección de derechos 
	Texto actual
	Observación – Justificación
	Propuesta 

	Artículo 148.- Ejercicio de las competencias de protección integral a la niñez y adolescencia.- Los gobiernos autónomos descentralizados ejercerán las competencias destinadas a asegurar los derechos de niñas, niños y adolescentes que les sean atribuidas por la Constitución, este Código y el Consejo Nacional de Competencias en coordinación con la ley que regule el sistema nacional descentralizado de protección integral de la niñez y la adolescencia. Para el efecto, se observará estrictamente el ámbito de acción determinado en este Código para cada nivel de gobierno y se garantizará la organización y participación protagónica de niños, niñas, adolescentes, padres, madres y sus familias, como los titulares de estos derechos.


	Proponemos el cambio de la norma en su totalidad, considerando la norma constitucional sobre grupos de atención prioritaria

La protección y promoción de derechos debe ejercerse de manera integral, y no solo a uno o dos grupos de atención prioritaria. La protección integral a personas o grupos de atención debe ser entendida sin focalizaciones en sectores de la población.

El listado de posibles acciones apoyaría a la acción concertada interinstitucional, y la realización de labores de gestión de los GAD.

Este artículo se coordina con las normas específicas de protección, por ejemplo las del Código de la Niñez
	Art. 148.- Ejercicio de las competencias de protección integral de derechos.- Los gobiernos autónomos descentralizados realizarán acciones tendientes a garantizar, promover y proteger los derechos de todos los ciudadanos en el marco de sus competencias, para lo cual, adoptarán entre otras acciones, las siguientes:

a) Promover espacios de diálogo para la construcción de políticas públicas locales de protección y promoción de derechos. 

b) Trabajar sobre la superación de brechas e inequidades sociales, económicas, culturales.

c) Crear espacios tendientes a erradicar todo tipo de violencia.

d) Establecer servicios para atender de manera oportuna casos de exclusión, discriminación y violencia, en coordinación con los órganos competentes.

e) Generar acciones de formación ciudadana y de sus servidores y servidoras para impulsar el enfoque de derechos, la cultura de respeto, solidaridad, y paz.

f) Fortalecer los consejos consultivos de los grupos de atención prioritaria, así como la participación y educación sobre planificación y presupuesto.

g) Impulsar mecanismos  de formación de ciudadana con enfoque de derechos.


